
P O N E N C I A S

DIRECTORES:	

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXIX - Nº 563	     Bogotá, D. C., martes, 28 de julio de 2020	  EDICIÓN  DE  31  PÁGINAS

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

S E N A D O   D E   L A   R E P Ú B L I C A

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

GREGORIO ELJACH PACHECO
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

G a c e t a   d e l   C o n g r e s o
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

Gaceta del congreso  186 Lunes, 25 de abril de 2016 Página 1

P R O Y E C T O S  D E  L E Y

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXV - Nº 186     Bogotá, D. C., lunes, 25 de abril de 2016  EDICIÓN  DE  36  PÁGINAS

DIRECTORES: 

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

S E N A D O   D E   L A   R E P Ú B L I C A

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

GREGORIO ELJACH PACHECO
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO

www.secretariasenado.gov.co 

g a c e t a   d e l   c o n g r e s o
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 93 DE 2019 SENADO

por medio del cual se adoptan acciones afirmativas para mujeres cabeza de familia en materias de política 
criminal y penitenciaria, se modifica y adiciona el Código Penal, la Ley 750 de 2002  

y el Código de Procedimiento Penal y se dictan otras disposiciones.
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24 DE JULIO DE 2020.. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. 
SECRETARIA COMISION. En la fecha se radica en el correo 
comisión.primera@senado.gov.co la ponencia para segundo de esta iniciativa.  
 
 

 

 
27 DE JULIO DE 2020. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. 
SECRETARIA COMISION. Acorde al artículo 165 de la Ley 5ª de 1992, se autoriza por parte 
de la Presidencia y la Secretaría de esta célula legislativa, la publicación de este informe de 
ponencia para segundo debate.  
 
 
 
 
Presidente, 
 

S. MIGUEL ANGEL PINTO HERNANDEZ 
 
Secretario, 

 

FIRMA AUTORIZADA 
 

 
ARTÍCULO 1º. OBJETO. La presente ley tiene como objeto adoptar acciones afirmativas para 
las mujeres cabeza de familia en materia de política criminal y penitenciaria, sin perjuicio de 
lo establecido en la Ley 750 de 2002, en el numeral 5 del Artículo 314 de la Ley 906 de 2004 y 
demás normas concordantes que le sean aplicables y mecanismos tendientes a prevenir el 
fenómeno de la recurrencia.  
 
 

CAPÍTULO I 
PENAS SUSTITUTIVAS PARA MUJERES PRIVADAS DE LA LIBERTAD 

 
 
ARTÍCULO 2°. ALCANCE. Las mujeres cabeza de familia condenadas por los delitos 

establecidos en los artículos 239, 375, 377 e incisos 1° y 2° del artículo 376 del Código Penal y 
aquellos cuya pena impuesta sea igual o inferior a seis (6) años de prisión, en los cuales se 
demuestre por cualquier medio de prueba que la comisión del delito está asociada a 
condiciones de marginalidad que afecten la manutención del hogar y cumplan con los 
requisitos establecidos en la presente ley, podrán obtener como medida sustitutiva de la pena 
de prisión, el servicio de utilidad pública. En los casos de mujeres cabeza de familia 
condenadas por hurto en concurrencia con los agravantes o calificaciones establecidas en los 
artículos 240 y 241 del CP en los que el juez establezca que por sus antecedentes personales, 
sociales y familiares no es necesaria la ejecución de la pena en establecimiento de reclusión, 
este podrá otorgar, discrecionalmente, la pena sustitutiva de servicio de utilidad pública. 
 
La suspensión de la ejecución de la pena prevista en la presente ley no se aplicará cuando haya 
condena en firme por otro delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores a la comisión 
del nuevo acto punible o exista concurso con conductas punibles distintas a las aquí señaladas. 
 
 
ARTÍCULO 3º. MODIFIQUESE el artículo 36 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO  36. PENAS SUSTITUTIVAS. La prisión domiciliaria es sustitutiva de la pena de prisión y el 
arresto de fin de semana convertible en arresto ininterrumpido es sustitutivo de la multa. 
 
La prestación de servicios de utilidad pública para mujeres cabeza de familia será sustitutiva de la pena 
de prisión, de conformidad con los parámetros previstos en la presente ley”. 
 
 
ARTÍCULO 4°. ADICIONESE un parágrafo nuevo al artículo 1° de la Ley 750 de 2002, en los 
siguientes términos: 
 
“ARTÍCULO 1°. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá, cuando la infractora sea 
mujer cabeza de familia, en el lugar de su residencia o en su defecto en el lugar señalado por el juez en 
caso de que la víctima de la conducta punible resida en aquel lugar, siempre que se cumplan los 
siguientes requisitos: 
 
- Que el desempeño personal, laboral, familiar o social de la infractora permita a la autoridad judicial 
competente determinar que no colocará en peligro a la comunidad o a las personas a su cargo, hijos 
menores de edad o hijos con incapacidad permanente. 

La presente ley no se aplicará a las autoras o partícipes de los delitos de genocidio, homicidio, delitos 
contra las cosas o personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, extorsión, 
secuestro o desaparición forzada o quienes registren antecedentes penales, salvo por delitos culposos 
o delitos políticos. 
 
- Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones: 
 
Cuando sea el caso, solicitar al funcionario judicial autorización para cambiar de residencia. 
 
Observar buena conducta en general y en particular respecto de las personas a cargo. 
 
Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando 
fuere requerida para ello. 
Permitir la entrada a la residencia, a los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del 
cumplimiento de la reclusión y cumplir las demás condiciones de seguridad impuestas en la sentencia, 
por el funcionario judicial encargado de la vigilancia de la pena y cumplir la reglamentación del INPEC. 
 
El seguimiento y control sobre esta medida sustitutiva será ejercido por el juez, autoridad competente 
o tribunal que conozca del asunto o vigile la ejecución de la sentencia con apoyo en el INPEC, organismo 
que adoptará entre otros un sistema de visitas periódicas a la residencia de la penada para verificar el 
cumplimiento de la pena, de lo cual informará al despacho judicial respectivo. 
 
PARÁGRAFO. Las mujeres cabeza de familia condenadas por los delitos establecidos en los artículos 
239, 240, 241, 375, 377 e incisos 1° y 2° del artículo 376 del Código Penal, en los cuales se demuestre 
que la comisión del delito está asociada a condiciones de marginalidad que afecten la manutención del 
hogar y cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley, podrán obtener medida sustitutiva 
de la pena de prisión. 
 
 
ARTÍCULO 5°. ADICIÓNESE el artículo 38-H a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 38-H. PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE UTILIDAD PÚBLICA COMO SUSTITUTIVA DE LA 
PRISIÓN. LA prestación de servicios de utilidad pública como sustitutiva de la prisión para mujeres 
cabeza de familia consistirá en el servicio no remunerado que, en libertad, ha de prestar las mujeres 
condenadas, a favor de instituciones públicas, organizaciones sin ánimo de lucro y no 
gubernamentales, mediante trabajos de utilidad pública en el lugar de su residencia. 
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El juez de conocimiento o el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, según el caso, previo 
consentimiento de la condenada, podrá sustituir la pena de prisión por la de prestación de servicios de 
utilidad pública durante la cantidad de horas que determine al momento de dictar la sentencia, o en 
cualquier momento dentro de la ejecución de la misma. Para la dosificación del número de horas que 
deberá prestar el condenado, el juez deberá atender a los siguientes criterios: 
 
1. La condenada deberá trabajar un total de cinco (5) horas de prestación de servicios de utilidad 
pública por cada semana de privación de la libertad que se le imponga o que tenga pendiente de 
cumplir.  
 
2. La jornada de prestación de servicios de utilidad pública no podrá ser superior a ocho (8) horas 
diarias.  
 
3. La prestación del servicio de utilidad pública se deberá cumplir con un mínimo de cinco (5) horas y 
un máximo de veinte (20) horas semanales.  
4. La prestación del servicio de utilidad pública no podrá interferir con la jornada laboral o educativa 
de la condenada.  
 
5. La prestación del servicio de utilidad pública deberá realizarse en el lugar de domicilio del núcleo 
familiar de las personas que están a cargo de la mujer cabeza de hogar. 
 
El Ministerio de Justicia realizará convenios con las entidades públicas, organizaciones sin ánimo de 
lucro y no gubernamentales, y elaborará un listado de entidades y oportunidades de servicios de 
utilidad pública habilitados para la ejecución de esta pena sustitutiva. Este listado lo remitirá 
trimestralmente al INPEC y al Consejo Superior de la Judicatura, o a quien haga sus veces, y por 
intermedio de los Consejos Seccionales de la Judicatura, a los juzgados de conocimiento y de ejecución 
de penas y de medidas de seguridad.  
 
Las entidades públicas, organizaciones sin ánimo de lucro y no gubernamentales que se encuentren en 
capacidad de recibir a las personas condenadas para el cumplimiento de la prestación de servicios de 
utilidad pública, solicitarán al Ministerio de Justicia su inclusión en el listado. En caso de que en el 
domicilio de la condenada no existan organizaciones incluidas en el listado, será responsabilidad de la 
máxima autoridad administrativa del ente territorial de la zona en que se encuentre suministrar un 
servicio de utilidad pública para el cumplimiento del sustituto. 
 
El juez de conocimiento o el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad podrá complementar 
la imposición de prestación de servicios de utilidad pública con el cumplimiento de otros requisitos 
adicionales, de conformidad con el artículo 38-M del presente Código. 

PARÁGRAFO. Para los efectos de este artículo, se entenderán como servicios de utilidad pública los que 
el condenado realice en beneficio de la sociedad, las cuales podrán consistir en labores de recuperación 
o mejoramiento del espacio público; apoyo o asistencia a las víctimas siempre que éstas lo acepten; 
asistencia a comunidades vulnerables; realización de actividades de carácter educativo en materia 
cultural, vial, ambiental, y otras similares que permitan el restablecimiento del tejido social afectado 
por el delito”. 
 
 
ARTÍCULO NUEVO.  POLÍTICA PÚBLICA DE EMPLEABILIDAD, FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN. 
El Ministerio del Trabajo diseñará en el término de 2 años una Política Pública de 
empleabilidad, formación y capacitación   para el emprendimiento, conducente    a garantizar 
una ruta de empleabilidad   y de educación al interior de los establecimientos   carcelarios. 
Esta tendrá las siguientes etapas: 
 

1. Estudio   y diagnóstico:   en esta etapa el Ministerio   realizará   todos   los estudios 
necesarios para identificar la demanda en el mercado laboral, los principales 
problemas de acceso de reclusos para trabajar, las principales brechas que existen en 
el mercado laboral de reclusos. 

 
2. Diseño:  en esta etapa el Ministerio   del Trabajo diseñará   una Política Pública que 

servirá    mejorar la formación y capacitación   laboral al interior de los establecimientos 
de reclusión de forma tal que se ajuste con las necesidades   actuales en el mercado 
laboral. También, servirá   para   solucionar    los principales    problemas   que   se 
identificaron    para aumentar y garantizar la contratación de reclusos. 

 
3. Implementación:    En esta   etapa   se deberán   realizar   cursos   de formación    y 

capacitaciones laborales según lo establezcan los lineamientos del Ministerio del 
Trabajo. 

 
4. Empleo   y Emprendimiento:    En esta etapa   se implementará    una   ruta de empleo 

y emprendimiento que conlleve a su consecución   de acuerdo a la elección de la 
persona, bien sea su ubicación en un empleo o las garantías para el emprendimiento. 

 
 
ARTÍCULO 6º. ADICIONESE el artículo 38-I a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 

“ARTÍCULO 38-I. REQUISITOS PARA CONCEDER LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE UTILIDAD PÚBLICA 
COMO SUSTITUTIVA DE LA PRISIÓN. Son requisitos para conceder la prestación de servicios de utilidad 
pública: 
 
1.Que la pena impuesta sea igual o inferior a seis (6) años y se trate de condenas impuestas por la 
comisión de los delitos establecidos en los artículos 239, 240, 241 375, 377 e incisos 1° y 2° del artículo 
376 del Código Penal.  
 
2. Que la condenada no tenga antecedentes judiciales, esto es, una condena en firme dentro de los 
cinco (5) años anteriores a la comisión del delito, salvo que se trate de delitos culposos o que tengan 
como pena principal la multa. 
 
3. Que el juez, atendiendo a la naturaleza o gravedad de la conducta, la personalidad de la condenada 
y su comportamiento anterior y posterior a la comisión del delito, pueda inferir razonadamente que no 
existe necesidad de ejecutar o continuar con la ejecución de la pena privativa de la libertad 
 
4. Que la condenada manifieste su voluntad de vincularse libremente a la pena sustitutiva de prestación 
de servicios de utilidad pública.  
 
5. Que se demuestren por cualquier medio probatorio los vínculos familiares de la condenada, 
demostrando que ejerce la jefatura del hogar y tiene bajo su cargo afectiva, económica y socialmente 
de manera permanente hijos menores o incapaces.  
 
6. Que la infractora no haya involucrado a sus hijos en actividades delictivas, incluido el delito por el 
cual fue condenada.  
 
7. Que se demuestre por cualquier medio probatorio que la comisión del delito está asociada a 
condiciones de marginalidad que afectan la manutención del hogar. 
 
8. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones:  
 
a) No cambiar de residencia sin autorización previa del funcionario judicial que vigile la ejecución de la 
sentencia;  
 
b) Reparar, dentro del término que fije el juez, los daños ocasionados con el delito, salvo que se 
demuestre la insolvencia de la condenada. El pago de la indemnización puede asegurarse mediante 
garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima;  
 
c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando 

fuere requerida para ello o en los términos acordados en el plan de servicios;  
 
d) Cumplir con el plan de servicios acordado con la entidad por medio de la cual prestará los servicios 
de utilidad pública. 
e) Comprometerse a mantener un rendimiento óptimo con arreglo a los requerimientos de la entidad 
o institución en la cual prestará los servicios de utilidad pública. 
 
f) Comparecer semanal y personalmente ante el CAI o cuadrante más cercano al lugar de residencia de 
la condenada, para que reporte los avances en la prestación del servicio de utilidad pública. Además, 
se presentará al cuadrante o CAI más cercano del lugar donde prestará el servicio de utilidad pública 
cada mes. 
 
La prestación de esta caución se entenderá también para el cumplimiento de los requisitos adicionales 
del artículo 38-M del presente Código y se deberá suscribir la correspondiente diligencia de 
compromiso. 
 
PARÁGRAFO. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de 
la presente ley, le corresponderá al Gobierno Nacional reglamentar la materia con el fin de que se 
suscriban convenios entre la Nación y el Distrito o los municipios para el cumplimiento de los servicios 
de utilidad pública en entidades del Estado”. 
 
 
ARTÍCULO 7º. ADICIONESE el artículo 38-J a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 38-J. EJECUCIÓN DE LA MEDIDA DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE UTILIDAD PÚBLICA 
COMO SUSTITUTIVA DE LA PRISIÓN. En el momento de la individualización de la pena, la condenada 
presentará ante el juez de conocimiento un plan de ejecución del servicio de utilidad pública o cuando 
ella haya sido aceptada por alguna de las entidades que para tal efecto tengan convenios con el 
Ministerio de Justicia y del Derecho, descritas en el artículo 38H de la presente ley; se determinará el 
lugar, horario y plan de cumplimiento del servicio de utilidad pública. Lo anterior, será aprobado por el 
juez de conocimiento en la sentencia y ordenará a la condenada iniciar su ejecución.    
 
Cuando la condenada voluntariamente solicita la sustitución de la pena de prisión por la de prestación 
de servicios de utilidad pública, sin presentar un plan de servicios, el juez de conocimiento al momento 
de dictar sentencia podrá concederla, imponiendo el número de horas que deberá cumplir, y le 
ordenará presentarse ante el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para que elabore el 
plan de servicios.  
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Corresponderá al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, con base en el listado de 
oportunidades de utilidad pública, definir conjuntamente con la condenada el lugar, horario y el plan 
de cumplimiento del servicio, de manera que no interfiera con su jornada laboral o educativa. La 
condenada contará con quince (15) días hábiles a partir de la ejecutoria de la sentencia, para 
presentarse ante el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, y definir el plan de servicios, 
atendiendo al lugar más cercano a su domicilio o a sus vínculos sociales y familiares.  
 
Una vez determinado el plan de servicios por el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, la 
condenada deberá iniciar el servicio de manera inmediata, sin que en ningún evento supere los cinco 
(5) días hábiles siguientes, a menos que se comprueben causas de fuerza mayor o caso fortuito, en cuyo 
caso no podrán superar los quince (15) días hábiles. 
 
Si la condenada no iniciare la prestación del servicio de utilidad pública en los términos antes señalados, 
se revocará la sustitución y deberá cumplir la pena de prisión impuesta.” 
 
 
ARTÍCULO 8º. ADICIÓNESE el artículo 38-K a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 38-K. SUSTITUCIÓN DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA DE PRISIÓN POR LA PRESTACIÓN DE 
SERVICIO DE UTILIDAD PÚBLICA. La condenada que se encuentre privada de la libertad al momento de 
la promulgación de la presente ley, podrá solicitar ante el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad la sustitución de la pena de prisión que tenga pendiente de cumplir por la de prestación de 
servicio de utilidad pública. 
 
El Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, cuando se cumplan los requisitos del artículo 38-
I, podrá sustituir la pena de prisión que reste por cumplir o hasta el cumplimiento de la libertad 
condicional por la de la prestación de servicio de utilidad pública, descontando el tiempo que lleve de 
cumplimiento de la pena e imponiendo el número de horas correspondiente, atendiendo a los criterios 
contemplados en el artículo 38-H de este Código.” 
 
 
ARTÍCULO 9º. ADICIONESE el artículo 38-L a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 38-L. CONTROL DE LA MEDIDA DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE UTILIDAD PÚBLICA 
COMO SUSTITUTIVA DE LA PRISIÓN. Las entidades que hayan facilitado la prestación del servicio 
informarán mensualmenteal Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, la actividad 
desarrollada por la condenada y las incidencias relevantes para juzgar el cumplimiento de la pena 
durante el desarrollo del plan de ejecución, así como de la finalización del mismo, conservando en sus 

archivos copia de este informe hasta por el término de seis (6) años, o uno fijado previamente por el 
juez.  
 
El informe deberá ser acompañado de los registros que acrediten el cumplimiento de la actividad del 
plan de servicio y con la indicación de fechas y horarios”. 
 
 
ARTÍCULO 10º. ADICIÓNESE el artículo 38-M a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 38-M. REQUISITOS ADICIONALES A LA PRESTACIÓN DE SERVICIO DE UTILIDAD PÚBLICA. 
El juez de conocimiento o el de ejecución de penas y medidas de seguridad, podrá exigir a la condenada 
el cumplimiento de uno o varios de los requisitos adicionales siguientes:  
 
1. No residir o acudir a determinados lugares.  
 
2. No salir del país sin previa autorización del funcionario que vigile la ejecución de la pena.  
 
3. Participar en programas especiales de tratamiento con el fin de superar problemas de dependencia 
o consumo problemático de bebidas alcohólicas o sustancias psicoactivas, siempre y cuando dicha 
dependencia haya tenido relación con la conducta por la que fue condenada.  
 
4. Someterse voluntariamente a un tratamiento médico o psicológico, cuando se trate de eventos en 
que el estado de salud físico o mental, haya tenido relación con la comisión del delito por el cual fue 
condenada. 
 
5. Colaborar activa y efectivamente en el tratamiento para la recuperación de las víctimas, si éstas lo 
admitieren.  
 
6. Comprometerse a dejar definitivamente las armas y abstenerse de participar en actos 
delincuenciales.  
 
7. Observar buena conducta individual, familiar y social. 
 
Parágrafo. Lo dispuesto en el numeral 5 del presente artículo, podrá realizarse por medio de programas 
de justicia restaurativa previstas en el ordenamiento jurídico”.  
 
 
ARTÍCULO 11º. ADICIÓNESE el artículo 38-N a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:  

“ARTÍCULO 38-N. FALTAS EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE UTILIDAD PÚBLICA. SI durante el 
periodo de prestación de servicio de utilidad pública, la condenada violare injustificadamente 
cualquiera de las obligaciones o requisitos adicionales impuestos, se ejecutará inmediatamente la pena 
de prisión en lo que hubiere sido motivo de sustitución y se hará efectiva la caución prestada. 
Corresponde al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad determinar la gravedad del 
incumplimiento. 
La entidad en donde se ejecute la prestación del servicio, hechas las verificaciones necesarias, 
comunicará al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad:  
 
1. Si la persona se ausenta del servicio durante una jornada, sin justificación alguna.  
 
2. Si la persona abandona el servicio durante al menos tres jornadas, pese a que medie justificación.  
 
3. Si a pesar de los requerimientos del responsable del centro de servicio, su rendimiento fuera 
sensiblemente inferior al mínimo exigible.  
 
4. Si se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta las instrucciones que le diere la entidad 
en donde se ejecuta la prestación del servicio con relación al plan aprobado.  
 
5. Si por cualquiera otra razón, su conducta fuere tal que el responsable del servicio se negase a seguir 
ejecutando el plan de servicios.  
 
Cuando se presente alguna de las situaciones enunciadas en los numerales anteriores, el juez requerirá 
al condenado para que explique los motivos de su comportamiento, y de considerarlo necesario 
modificará el plan de prestación de servicios. En caso de renuencia o de que alguna de estas situaciones 
se presente en más de tres oportunidades, la medida sustitutiva se revocará y el tiempo restante de la 
pena se cumplirá en prisión.  
 
Si el penado faltare al servicio por causa justificada no se entenderá como abandono de la actividad. El 
servicio no prestado no se computará como cumplimiento de la pena.”  
 
 
ARTÍCULO 12º. ADICIÓNESE el artículo 38-Ñ a la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
  
“ARTÍCULO 38-Ñ. EXTINCIÓN DE LA PENA DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE UTILIDAD PÚBLICA. 
Cumplida la totalidad de la ejecución del plan de servicios fijado por el juez, la condena queda 
extinguida, previa resolución judicial que así lo determine.”  

CAPÍTULO II 
 

RÉGIMEN DE EXCLUSIÓN DE SUBROGADOS 
 
 
ARTÍCULO 13º. MODIFÍQUESE el artículo 68-A de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 
32 de la Ley 1709 de 2014, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 68-A. RÉGIMEN ESPECIAL PARA SUBROGADOS Y PERMISOS PENITENCIARIOS. No se 
concederán la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión ni la pena sustitutiva de prestación de 
servicios de utilidad pública, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los 
cinco (5) años anteriores a la comisión de la conducta punible por la cual se sanciona. 
 
Tampoco se concederán estas medidas sustitutivas a quienes sean condenados por los delitos de 
homicidio agravado con sevicia (C.P. 104, numeral 6); Feminicidio (C.P. 104A), lesiones personales 
dolosas por pérdida anatómica o funcional de un órgano o miembro (C.P. 116); despojo en el campo de 
batalla (C.P. 151); represalias (C.P. 158); secuestro simple (C.P. 168); violación ilícita de comunicaciones 
o correspondencia de carácter oficial (C.P. 196); acoso sexual (C.P. 210A); violencia intrafamiliar (C.P. 
229, inciso 2); hurto calificado (C.P. 240); extorsión (C.P. 244); estafa cuando recaiga sobre bienes 
pertenecientes a empresas o instituciones en que el Estado tenga la totalidad o la mayor parte, o 
recibidos a cualquier título de éste que recaigan sobre los bienes del Estado, y su cuantía se encuentre 
entre 10 y 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes (C.P. 246); abuso de confianza calificado 
cuando recaiga sobre bienes pertenecientes a empresas o instituciones en que el Estado tenga la 
totalidad o la mayor parte, o recibidos a cualquier título de éste que recaigan sobre los bienes del 
Estado, y su cuantía se encuentre entre 10 y 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes (C.P. 246; 
C.P. 250 numeral 3); usurpación de inmuebles agravada, cuando se desarrollan acciones jurídicas 
induciendo a error o con la complicidad, favorecimiento o coautoría de la autoridad notarial o de 
registro de instrumentos públicos (C.P. 261, inciso 2); falsificación de moneda nacional o extranjera 
(C.P. 273); exportación o importación ficticia (C.P. 310); evasión fiscal (C.P. 313); contrabando agravado 
(C.P. 319, inciso tercero); contrabando de hidrocarburos y sus derivados (C.P. 319-1); apoderamiento 
de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas que los contengan (C.P. 327A); empleo o 
lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos con fines terroristas (C.P. 359, inciso segundo); 
conservación o financiación de plantaciones contemplado en el inciso 1 del artículo 375 (C.P. 375, inciso 
1); suministro a menor (C.P. 381); porte de sustancias (C.P. 383); delitos dolosos contra la 
administración pública que no estén señalados en el artículo 68-B de este Código; peculado entre 10 y 
50 salarios mínimos legales mensuales vigentes (C.P. 397 a 399A), exceptuando las modalidades 
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culposas; omisión de agente retenedor o recaudador en igual cuantía (C.P. 402), violación del régimen 
legal o constitucional de inhabilidades e incompatibilidades (C.P. 408), tráfico de influencias de 
particular (C.P. 411A), revelación de secreto (C.P. 418); perturbación de actos oficiales (C.P. 430); 
espionaje (C.P. 463).  
 
PARÁGRAFO. Lo dispuesto en este artículo no se aplicará para las mujeres cabeza de familia 
condenadas por los delitos establecidos en el artículo 375 de este Código cuando se cumplan los 
requisitos establecidos en la presente ley y se demuestre que la comisión del delito está asociada a 
condiciones de marginalidad y necesidades de manutención del hogar.”  
 
 
ARTÍCULO 14º. ADICIÓNESE el artículo 68-B de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 68-B. RÉGIMEN DE EXCLUSIÓN PARA SUBROGADOS Y PERMISOS PENITENCIARIOS. No 
habrá lugar a la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, la pena sustitutiva de prestación de 
servicios de utilidad pública, ni la suspensión de la ejecución de la pena, consagradas en los artículos 
38B, 38H y 63 del Código Penal, ni tampoco a la prisión domiciliaria por cumplimiento parcial de la 
pena contemplada en el artículo 38G de este Código, ni a los permisos penitenciarios contenidos en los 
artículos 146-A y siguientes del Código Penitenciario y Carcelario, cuando la persona sea condenada 
por los delitos de genocidio (C.P. 101); lesiones causadas con agentes químicos, ácido y/o sustancias 
similares (C.P. 116A); delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional 
Humanitario (C.P. Título II), salvo despojo en el campo de batalla (C.P. 151) y represalias (C.P. 158); 
desaparición forzada (C.P. 165); secuestro extorsivo (C.P. 169); tortura (C.P. 178); desplazamiento 
forzado (C.P. 180); tráfico de migrantes (C.P. 188); uso de menores de edad para la comisión de delitos 
(C.P. 188D); trata de personas (C.P. 215); tráfico de menores (C.P. 231); delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexual (C.P. Título IV), excepto acoso sexual (C.P. 210A) y acto sexual no violento 
(C.P. 206A); extorsión agravada (C.P. 245); estafa, cuando recaiga sobre bienes pertenecientes a 
empresas o instituciones en que el Estado tenga la totalidad o la mayor parte, o recibidos a cualquier 
título de éste que recaigan sobre los bienes del Estado, y su cuantía sobrepase los 50 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (C.P. 246); lavado de activos (C.P. 323); abuso de confianza calificado, 
cuando recaiga sobre bienes pertenecientes a empresas o instituciones en que el Estado tenga la 
totalidad o la mayor parte, o recibidos a cualquier título de éste que recaigan sobre los bienes del 
Estado, y su cuantía sobrepase los 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes (C.P. 250 numeral 
3); fraude aduanero (C.P. 321); favorecimiento por servidor público contenido en los incisos 2 y 3 (C.P. 
322, incisos 2 y 3); favorecimiento por servidor público de contrabando de hidrocarburos o sus 
derivados contenido en el inciso 3 del artículo 322-1 (inciso 3, artículo 322-1 C.P); testaferrato (C.P. 
326); enriquecimiento ilícito de particulares (C.P. 327); concierto para delinquir, cuando el concierto 
sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento 

forzado, homicidio, terrorismo, narcotráfico, secuestro extorsivo, extorsión o para organizar, promover, 
armar o financiar grupos armados al margen de la ley, y para quienes organicen, fomenten, 
promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto o la asociación para delinquir (C.P. 
340, incisos 2 y 3; C.P. 342); entrenamiento para actividades ilícitas (C.P. 341); terrorismo (C.P. 343); 
financiación del terrorismo y de grupos de delincuencia organizada y administración de recursos 
relacionados con actividades terroristas y de la delincuencia organizada (C.P. 345); usurpación de 
inmuebles agravada, cuando se desarrolla mediante el uso de la violencia o valiéndose de cualquiera 
de las conductas establecidas en el Título XII (C.P. 261, inciso 3); fabricación, tráfico y porte de armas, 
municiones de uso restringido, de uso privativo de las fuerzas armadas o explosivos (C.P. 366); 
fabricación, importación, tráfico, posesión o uso de armas químicas, biológicas y nucleares (C.P. 367); 
empleo, producción, comercialización y almacenamiento de minas antipersonal (C.P. 367A); ayuda e 
inducción al empleo, producción y transferencia de minas antipersonal (C.P. 367B); tráfico, fabricación 
o porte de estupefacientes contemplado en el inciso 1 del artículo 376 (C.P. 376, inciso 1); uso, 
construcción, comercialización o tenencia de sumergibles y semisumergibles en cualquier modalidad 
(C.P. 377A y 377B); tráfico de sustancias para el procesamiento de narcóticos (C.P. 382); las 
modalidades agravadas de los delitos descritos en el capítulo II del título XIII; existencia, construcción 
y utilización ilegal de pistas de aterrizaje (C.P. 385); fraude en inscripción de cédulas (C.P. 389); 
corrupción del sufragante (C.P. 390); alteración de resultados electorales (C.P. 394); delitos dolosos 
contra la Administración Pública de los que tratan los Capítulos II –Concusión (art. 404); cohecho propio 
(art. 405); cohecho impropio (Art. 406); cohecho por dar u ofrecer (Art. 407) y Capítulo VI – 
enriquecimiento ilícito (Art. 412); del Título XV del Libro Segundo del Código Penal; peculado por 
apropiación cuando la cuantía exceda de 50 salarios mínimos mensuales vigentes (Art. 397), omisión 
de agente retenedor o recaudador en igual cuantía (art. 402), violación del régimen legal o 
constitucional de inhabilidades e incompatibilidades (C.P. 408), tráfico de influencias de particular (C.P. 
411A).  
 
PARÁGRAFO. Lo dispuesto en este artículo no se aplicará para las mujeres cabeza de familia 
condenadas por los delitos establecidos en los artículos 377 e incisos 1° y 2° del artículo 376 de este 
Código cuando se cumplan los requisitos establecidos en la presente ley y se demuestre que la comisión 
del delito está asociada a condiciones de marginalidad y necesidades de manutención del hogar.” 
 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 
 
ARTÍCULO 15º. MODIFÍQUENSE los numerales 3 y 5 ADICIÓNESE un parágrafo nuevo al 
artículo 314 de la Ley 906 de 2004, modificado por el artículo 27 de la Ley 1142 de 2007, los 
cuales quedarán así: 

“ARTÍCULO 314. SUSTITUCIÓN DE LA DETENCIÓN PREVENTIVA. La detención preventiva en 
establecimiento carcelario podrá sustituirse por la del lugar de la residencia en los siguientes eventos:  
 
(…)  
 
“3. Cuando a la procesada le falten tres (3) meses o menos para el parto, y hasta los seis (6) meses 
después del nacimiento.”  
 
“5. Cuando la procesada fuere mujer cabeza de familia de hijo menor de edad o que sufriere 
incapacidad permanente; o tenga a un adulto mayor o una persona que no puede valerse por sí misma 
bajo su cuidado. El hombre que haga sus veces podrá acceder a la misma medida. En estos eventos, el 
juez atenderá especialmente a las necesidades de protección de la unidad familiar y a la garantía de 
los derechos de las personas que se encuentran bajo su dependencia.”  
 
 
ARTÍCULO 16º. REGLAMENTACIÓN DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE UTILIDAD PÚBLICA. 
El Gobierno Nacional reglamentará el funcionamiento de la prestación de los servicios de 
utilidad pública prevista en el artículo 38-H de la Ley 599 de 2000, dentro de un plazo no mayor 
a los seis (6) meses siguientes contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.  
 
 
ARTÍCULO 17º. RECURRENCIA. Se considerará recurrente todo aquel que incurra en 
reiteración de comportamientos contrarios a la convivencia por cuales haya sido sancionado 
conforme a la Ley 1801 de 2016, en los dos años anteriores a la comisión de la infracción. 
 
 
ARTÍCULO 18º. REGISTRO NACIONAL DE RECURRENTES. La Policía Nacional llevará un 
Registro Nacional de Recurrentes que incluirá la identificación de la persona recurrente, el 
tipo de comportamiento reiterado y contrario a la convivencia, el número de veces que haya 
recurrido en dicho comportamiento, las medidas correctivas impuestas y el estado de pago 
de la multa o cumplimiento de la medida correctiva. 
 
 
ARTÍCULO 19º. RECURRENCIA EN LOS COMPORTAMIENTOS CONTRARIOS A LA 
CONVIVENCIA ESTABLECIDOS EN LOS NUMERALES 1º, 6º Y 7º DEL ARTÍCULO 27 DEL CÓDIGO 

NACIONAL DE POLICÍA Y CONVIVENCIA. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 180 y 
212 del Código Nacional de Policía y Convivencia, cuando la Policía Nacional verifique que hay 
recurrencia en los comportamientos contrarios a la convivencia establecidos en los numerales 
1º, 6º y 7º del Artículo 27 de la Ley 1801 de 2016 y por los cuales ya se había impuesto una 
sanción con anterioridad, reseñará biométricamente al infractor y sus datos serán depositados 
en el Registro Nacional de Recurrentes. 
 
 
ARTÍCULO 20º. DEBER DE CONSULTA DE LOS REGISTROS. Antes de adoptar sus decisiones, 
los fiscales de conocimiento, los jueces de control de garantías y los jueces de conocimiento 
deberán consultar el Registro Nacional de Medidas Correctivas y el Registro Nacional de 
Recurrentes. 
 
 
ARTÍCULO 21º. Adiciónese un numeral al artículo 310 de la Ley 904 de 2004, el cual quedará 
así: 
 
“ARTÍCULO 310. PELIGRO PARA LA COMUNIDAD. Para estimar si la libertad del imputado 
resulta peligrosa para la seguridad de la comunidad, además de la gravedad del hecho y la 
pena imponible, deberán tenerse en cuenta las siguientes circunstancias: 
 
1. La continuación de la actividad delictiva o su probable vinculación con organizaciones 
criminales.  
 
2. El número de delitos que se le imputan y la naturaleza de los mismos.  
 
3. El hecho de estar acusado, o de encontrarse sujeto a alguna medida de aseguramiento, o 
de estar disfrutando un mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad, por delito 
doloso o preterintencional.  
 
4. La existencia de sentencias condenatorias vigentes por delito doloso o preterintencional. 
 
5. Cuando el imputado haya sido capturado en flagrancia en más de dos ocasiones por la 
comisión de la misma conducta que se le imputa.” 
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ARTÍCULO 23º. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley entra a regir a partir del día 
siguiente de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
 
EN LOS ANTERIORES TERMINOS FUE APROBADO EL PROYECTO DE LEY N° 93 DE 2019 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN ACCIONES AFIRMATIVAS PARA MUJERES 
CABEZA DE FAMILIA EN MATERIAS DE POLÍTICA CRIMINAL Y PENITENCIARIA, SE MODIFICA 
Y ADICIONA EL CÓDIGO PENAL, LA LEY 750 DE 2002 Y EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL 
Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, COMO CONSTA EN LA SESIÓN VIRTUAL DEL DÍA 16 DE 
JUNIO DE 2020, ACTA NÚMERO 46.  
 
 

PONENTE:  
 

 
RODRIGO LARA RESTREPO 
H. Senador de la República 
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